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Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno ÁLVARO CARDONA BARRIOS, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el pasado veintiuno (21) de marzo de dos mil seis (2006), por medio del cual le redosificó la pena al aplicar por favorabilidad la rebaja punitiva contemplada en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.
1.- PROVIDENCIA 

En el proceso de redosificación punitiva por el acogimiento a la sentencia anticipada, el señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena, comenzó recordando que el señor CARDONA BARRIOS afrontaba una pena acumulada de 19 años, 7 meses y 14 días, por virtud de las condenas que le habían sido impuestas por varios despachos judiciales así: 21 y 24 Penales Municipales, 1º, 17, 24 y 30 Penales del Circuito, todos de la ciudad de Cali (Valle), por concursos de delitos de Acceso Carnal Violento (unos tentados y otros consumados) y Hurto Calificado y Agravado, también en modalidad concursal.

Tuvo en cuenta enseguida, lo dispuesto en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 y lo concluido en la Sentencia T-091 del 10 de febrero de 2006, donde se había definido que en aplicación del principio constitucional que consagraba la favorabilidad en materia penal, debían concederse los descuentos punitivos por aceptación de imputación, contemplados en la nueva codificación procedimental penal, a aquellas situaciones en las cuales el procesado hubiera acudido a la aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada.
Así las cosas, tal y como lo señalaba la decisión aludida, se remontó a los factores sobre los cuales los falladores calcularon la pena a imponer, haciendo en cada caso mención del cuarto elegido y dentro del mismo, la pena analizada, de conformidad con la gravedad de la conducta y si se tuvieron en cuenta las circunstancias de menor punibilidad previstas en el artículo 55 numeral 1º del Código Penal, de tal manera que en su momento, se otorgaron las rebajas pertinentes.

Para efectos de la redosificación a realizar en aplicación del principio de favorabilidad procedió así:

1) En la sentencia del Juzgado 11 Penal Municipal de Cali, donde se fijó el mínimo de la sanción, con una pena de 24 meses de prisión, sobre la cual se rebajó una octava (1/8) parte por darse el acogimiento en la etapa del juicio, con una sanción de 21 meses de prisión, el Juzgado de Ejecución otorgó una rebaja de una sexta (1/6) parte, con lo cual la pena definitiva fue de 20 meses de prisión.

 2) Para el caso fallado por el Juzgado 24 Penal Municipal, cuya pena inicial fue fijada en 28 meses a la que le fue deducida la proporción de una octava (1/8) parte, el Juez de Ejecución aplicó una rebaja igual a la anterior (1/6), por tanto la sanción actualizada sería de 23 meses y 10 días de prisión. 
3) En lo que hacía con la sentencia proferida por el Juzgado 21 Penal del Circuito no se partió del mínimo y se fijaron 108 meses los cuales disminuidos en una octava (1/8) parte arrojaron 94 meses y 15 días de prisión, en cuyo asunto el Juez de Ejecución aplicó la redosificación correspondiente también en una sexta parte, para quedar en 93 meses y 10 días de prisión.

 4) Para el fallo del Juzgado 17 Penal del Circuito que tasó una pena superior al mínimo, 9 años, a los cuales rebajó una tercera (1/3) parte, con una sanción final de 6 años de prisión, el Juez de Ejecución le rebajó el 34%, para una pena definitiva de 71 meses y 8 días de prisión.
 5) Con relación a la sentencia proferida por el Juzgado 1º Penal del Circuito, se impuso por virtud del concurso y los agravantes, 72 meses, a los cuales se dedujo una octava (1/8) parte, para una pena definitiva de 63 meses de prisión. El Juez de Ejecución la modificación al otorgar una sexta (1/6) parte de rebaja y quedó en 60 meses de prisión.

6) Finalmente, en lo que hacía con  el fallo del Juzgado 30 Penal del Circuito, donde no se partió del mínimo de la sanción, sino de 26 meses, a los cuales se adicionaron 4 meses por la agravante y otros 4 más por el concurso, para un subtotal de 34 meses, disminuido en una octava (1/8) parte, que dio como sanción la de 29 meses y 5 días de prisión, el Juzgado de Ejecución una vez hecha la redosificación obtuvo una sanción final de 28 meses y 10 días de prisión.
Luego de lo anterior y para efectos del cálculo atinente a la acumulación jurídica de penas, advirtió que respetaría el criterio del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Cali, esto es, la pena más grave aumentada en las tres (3/4) partes de las demás sentencias, a cuyo término se obtuvo un total de 19 años, 7 meses y 14 días. Partió entonces de la condena por 93 meses y 10 días de prisión (Acceso carnal violento) a la cual le adicionó en su orden 15 meses, 17 meses y 12 días, 43 meses y 12 días, 45 meses y 21 meses de prisión, para un total punitivo que correspondía a 19 años y 6 meses de prisión.
Aunado a lo anterior y habida cuenta de habérsele concedido al interno en el mes de octubre del año anterior, la rebaja consagrada en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, únicamente respecto de la sentencia proferida por el Juzgado 24 Penal Municipal de Cali, también se hizo la deducción pertinente, con lo cual la pena definitiva quedó en 19 años, 3 meses y 20 días de prisión.
2.- RECURSO 

Al manifestar su inconformidad, el interno refiere que se acogió a la sentencia anticipada en todos los procesos y considera que es acreedor a una mejor rebaja, razón por la cual solicita se reconsidere la decisión tomada, en lo que hace con la aplicación del principio de favorabilidad. Manifiesta que está detenido desde el 16 de septiembre de 1999 y ha tratado de descontar tiempo para acceder a la libertad condicional lo más pronto posible.
En escrito posterior, solicita que se le aplique un descuento de pena del orden del 50%, por cuanto la rebaja concedida fue “muy pequeña”. Por demás, señala que en el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, se está concediendo una rebaja del 50% y a pesar de haber solicitado que su proceso sea remitido a tal despacho, ello no ha sido efectuado por el Juzgado Primero.

3- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado, para lo cual se dirá ab initio, que en múltiples y reiteradas decisiones recientes, este Juez Colegiado ha adoptado el criterio según el cual, en virtud de los fallos expedidos por la Corte Constitucional
, sí es posible en aplicación del principio de favorabilidad reconocer un descuento punitivo mayor al que se concedió en vigencia de la Ley 600 de 2000 -incluso otras codificaciones adjetivas anteriores- a quienes se acogieron a la sentencia anticipada, dado que el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, trae una rebaja de pena mayor para quienes acepten los cargos que se les imputa por parte de la Fiscalía (figura análoga y benéfica). 
En tales eventos, se ha acogido la posición de nuestro máxime intérprete constitucional, excepto en la forma como se debe proceder a realizar la readecuación punitiva, en vista de que la solución prevista por la Corte, implica volver sobre los análisis hechos al momento de individualizar la pena. En este particular acápite, la Sala estima que la rebaja punitiva por acogimiento a la sentencia anticipada, como fenómeno postdelictual que es, debe realizarse una vez superado el proceso de dosificación punitiva y fijada la pena a aplicar, luego de lo cual, se hará la deducción pertinente, siempre teniendo en mente lo expresado por la misma Corte Constitucional cuando dijo: “Cuanto más distante se encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor reconocimiento punitivo”, dado que uno de los principales presupuestos del otorgamiento de la disminución punitiva reside en el mayor o menor desgaste del aparato judicial que se derive de la conducta asumida por el procesado. 
Sobre este específico punto y con ocasión de la puesta en vigencia del nuevo sistema penal acusatorio, se mencionó en decisión del 10-05-2006, Rad. 660016000035-2006-00497-01, con ponencia de quien ahora ejerce igual función:
Como se observa, lo dicho por el Tribunal en aquella ocasión, coincidencialmente casa perfectamente en su punto de partida con lo que recientemente concluyó la Corte Constitucional en la sentencia T-091/06  M.P. Jaime Córdoba Triviño, cuando expone que ese primer descuento no debe ir entre un día a la mitad, sino entre una tercera parte y la mitad, en una interpretación progresiva de la aludida figura. 

Sostenemos por tanto, salvo mejor criterio claro está, que dentro de ese preciso rango de movilidad, no deberían tener incidencia ninguno de los factores de dosificación aplicables en el instante de cuantificar la pena principal dentro de los cuartos punitivos, so pena de transgredir los principios de legalidad, de objetividad y de no doble ponderación que en este campo deben respetarse.

Para tranquilidad, observamos que una muy reciente decisión de la Sala de Casación Penal, coincide con el entendimiento adoptado por este Tribunal, en ese punto específico según el cual los criterios del artículo 61 del Código Penal no se aplican para estimar la graduación de ese “hasta la mitad”, pues a juicio de la alta Corporación, ellos se agotan en el instante de individualizar la pena que como se sabe es una operación que debe hacer el Juez antes de proceder a analizar los llamados descuentos extrapenales. Para el caso del citado descuento, juegan otros criterios diferentes. Textualmente sostiene la Corte:

…el juez debe tasarla conforme al tradicional sistema de cuartos y de la ya individualizada hacer la rebaja correspondiente, atendiendo factores tales como -a título ejemplificativo- la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia; la significativa economía en la actividad estatal de investigación; el que la ayuda que se genere con la aceptación de los cargos muestre proporción con la dificultad probatoria; el que -cuando sea del caso- se facilite descubrir otros partícipes u otros delitos conexos; el que no se dificulte investigar otras conductas o partícipes, etc, sin influir en este momento los referentes tenidos en cuenta para individualizar la sanción, pues ya agotaron su función.

En ese orden de ideas, si ya se estableció por vía jurisprudencial constitucional la viabilidad de la aplicación de los descuentos punitivos consagrados en la Ley 906 de 2004, estima el Tribunal que debe considerarse para determinar su monto, el momento procesal en que la aceptación de los cargos tuvo ocurrencia, en el entendido que allí se hablaba de una cantidad fija -una tercera parte- cuando ello ocurría desde la indagatoria inclusive hasta antes de la ejecutoria de la resolución que disponía el cierre de la investigación y, de otra, cuando tal manifestación ocurría a partir de ese momento -una octava parte-. En otras palabras, el descuento debe ser mayor, por ejemplo, cuando la aceptación ocurre durante la indagatoria y menor cuando se verifica después de ésta o en la medida en que se acerque al proferimiento de la providencia que declara cerrada la investigación, sin dejar de considerar la efectiva colaboración con la justicia a la que se hizo referencia en la cita antes transcrita, como factor que también incide de gran manera en el descuento a otorgar.

4.2. El Caso Concreto. 

Con miras a determinar cuál es el descuento punitivo al que se hace acreedor el interno, es imperativo hacer un análisis de los diferentes procesos tramitados en contra del señor CARDONA BARRIOS en la ciudad de Cali. Así tenemos:

El interno se acogió a la sentencia anticipada dentro de los diferentes procesos tramitados en ese entonces, bajo las preceptivas contenidas en el derogado Decreto 2700 de 1991 –C.P.P. de la época-, cuando los mismos habían arribado a los juzgados de conocimiento y ya se estaba rituando la etapa del juicio. En particular, la manifestación de acogimiento a la sentencia anticipada y la consecuente diligencia de formulación de cargos con tal fin, se adelantaron mientras se surtía el traslado a los sujetos procesales consagrado en el artículo 446 ejusdem. Así aconteció en las causas adelantadas por los Juzgados 1º y 21 Penales del Circuito y 24 y 30 Penales Municipales. 
Como se recordará, en tales oportunidades, se le concedió al sentenciado una rebaja de una octava (1/8) parte de la pena imponible, mientras el Juzgado ejecutor de la pena, ante la petición hecha, decidió aplicar por favorabilidad una rebaja punitiva mayor, esta vez, del orden de una sexta (1/6) parte. Para la Sala, tal descuento, es apenas proporcional con el momento procesal en que se produjo el acogimiento a la sentencia anticipada y por mínimo que sea, de todas maneras el sentenciado ha sido beneficiado. En consecuencia, tal redosificación no debe ser modificada.  

De otro parte, y en lo que concierne con la sentencia anticipada proferida por el Juzgado 17 Penal del Circuito, se tiene que el acusado rindió indagatoria el veinticinco (25) de octubre de mil novecientos noventa y nueve, diligencia durante la cual argumentó un estado de inconciencia originado en la ingesta de fármacos, que le impedían recordar la situación por la cual estaba siendo investigado. La situación jurídica le fue resuelta el tres (3) de marzo del año dos mil (2000), y con posterioridad a tal determinación se siguieron practicando pruebas, en particular, lo atinente con la valoración siquiátrica practicada al procesado; finalmente, el veintidós (22) de febrero del año dos mil uno (2001) se realizó la diligencia de formulación de cargos con fines de sentencia anticipada.
A simple vista se aprecia que la actitud procesal del sentenciado de acogimiento al fallo antelado se concretizó cuando ya estaba muy avanzado el proceso, aunque de todas maneras estuvo encaminada a evitar un desgaste innecesario del aparato judicial que de por sí le significó el descuento punitivo pertinente. Lo a destacar por tanto, para esta situación particular, es que la aceptación no se produjo en la primera salida procesal y por el contrario, fue necesario que se resolviera la situación jurídica y la práctica de medios probatorios, luego de lo cual se concretó el acogimiento a la sentencia anticipada, casi año y medio después de haber rendido su injurada. 
De conformidad con esa actitud procesal y de acuerdo con el criterio atrás anunciado, estima esta Sala que el descuento concedido en su momento (Juzgado fallador) fue justo y proporcional. De igual manera, el reajuste efectuado por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad –debe acotarse que no se explicó en la decisión impugnada la razón para otorgar esa mínima cantidad-, así aparezca casi insignificante, también trae un descuento importante para el procesado, sin que sea dable en este momento realizar modificación alguna al respecto.
De todas maneras, debe mencionar la Sala con relación a las inquietudes planteadas por el interno sobre la disparidad de criterios encontrada entre los dos despachos de ejecución de penas de este Distrito Judicial, que aunque sería altamente deseable que se manejaran posiciones similares en aras de garantizar el derecho a la igualdad, es situación sobre la cual no puede por el momento influir de manera directa la Corporación, por respeto a la autonomía independencia judicial que caracteriza la función de Administrar Justicia. Al margen de lo anterior, debe decirse de todas formas, que la Sala ha cumplido con su deber de señalar los lineamientos bajo los cuales se debe aplicar el principio de favorabilidad respecto del acogimiento a la sentencia anticipada, como criterio orientador para la judicatura de este Distrito Judicial.
Por último, no sobra decir que el traslado de un expediente entre los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad existentes en esta ciudad, no es decisión que pueda ser tomada de manera directa por alguno de los citados funcionarios, habida cuenta que la asignación de los mismos obedece al reparto riguroso que de ellos se hace, situación que fija de manera definitiva la competencia para seguir conociendo del proceso pertinente. 

5.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, por las razones aquí aducidas, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de apelación

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Cfr. Sentencias T-1211 del 24-11- 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández y T-091 del 10-02-2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


  


� C.S.J., Sala de Casación Penal, Sentencia de Tutela de Primera Instancia de fecha 04 de abril de 2006, M.P. Alfredo Gómez Quintero, Radicación 24.868.
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